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DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  Nº  01840
27  de febrero,  2003

DI-AA-488

Licenciadas

Carolina Rojas Jiménez

Lorena Víquez Muñoz

División Jurídica

Ministerio de Educación Pública

Estimadas señoras:

Asunto: Consulta en torno a la independencia de criterio y de protección especial de los miembros de la Unidad Técnica Legal

Damos respuesta a su oficio DASE-UTL-041-2002 del 26 de noviembre del año recién  pasado, mediante el cual consultan a este Organo Contralor “si de conformidad con el bloque de legalidad imperante, los miembros de la Unidad Técnica Legal, gozan de total independencia de criterio para emitir sus criterios jurídicos y de algún fuero de protección especial (incluso si el funcionario sirve el cargo en forma interina), semejante en sus alcances legales al que gozan los miembros  de las Auditorías Internas de las Instituciones Públicas, como colaboradores en la vigilancia de la Hacienda Pública en el área de educación pública.”

Dicha consulta la formulan, según nos explican en su nota, en razón de que esa Unidad Técnica Legal debe fiscalizar el correcto uso de la Hacienda Pública en una labor diaria de revisión de la regularidad jurídica de los procedimientos de contratación administrativa, siendo que muchas veces tales procedimientos de contratación, en cumplimiento del bloque de legalidad que rige a la Administración, no deben ser refrendados por esta Contraloría General de la República sino que basta con la aprobación interna de esa Unidad Técnica Legal para su ejecución.

Al respecto, hemos de indicar lo siguiente:

El refrendo que otorga esta Contraloría General a los contratos administrativos constituye una fiscalización de la legalidad de la contratación misma y su conformidad con el ordenamiento jurídico, de forma tal que sólo una vez que el contrato cuenta con dicha aprobación, éste puede válidamente ejecutarse.

Dicho instituto se encuentra regulado en el artículo 20 de la Ley Orgánica de esta Contraloría General que en lo que interesa dispone:

“Artículo 20. Potestad de aprobación de actos y contratos

Dentro de un plazo que no podrá exceder de treinta días hábiles, la Contraloría aprobará los contratos que celebre el Estado y los que por ley especial deben cumplir con este requisito. (...)

La administración obligada deberá gestionar y obtener la aprobación, previamente a dar la orden de inicio de ejecución del respectivo contrato.

La Contraloría General de la República determinará, reglamentariamente, las categorías de contratos que, por su origen, naturaleza o cuantía, se excluyan de su aprobación; per, en este caso, podrá señalar, por igual vía, cuáles de esas categorías estarán sometidas a la aprobación por un órgano del sujeto pasivo. ”
Como puede observarse, dicha norma permite a esta Contraloría General, que determine por la vía reglamentaria, las categorías de contratos que, por su origen, naturaleza o cuantía, se excluyan de su aprobación, y cuáles de esas categorías estarán sometidas a la aprobación por un órgano del sujeto pasivo.

Derivado de estas atribuciones legales, este Organo Contralor emite el Reglamento sobre Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública, para regular todo lo referente a dicha figura jurídica, con miras a crear mecanismos que colaboren en la expedita gestión administrativa y en atención al interés público.

Dentro del reglamento actual, el artículo 8 establece como obligación de la unidad de asesoría jurídica de cada Institución otorgar un visto bueno a todo contrato que se remita para el trámite de refrendo contralor. Concretamente dispone dicho numeral:

“Artículo 8. Visto bueno de la unidad interna de asesoría jurídica

Todos los contratos o convenios que celebre la administración sujetos al refrendo contralor, deberán contar con el visto bueno de la unidad de asesoría jurídica, o en su defecto, de una unidad interna designada por el jerarca para esta tarea, en el que se haga constar la conformidad del contrato con el ordenamiento jurídico.”   

Por otra parte, el artículo 2 del reglamento posibilita que algunas contrataciones pueden ser ejecutadas sin contar con el refrendo contralor, pero en estos casos dicha función se le traslada a la Asesoría Legal de la respectiva Institución, de forma tal que en estos casos es la propia administración activa la que debe fiscalizar directamente la legalidad de esas relaciones contractuales.

En este sentido, el artículo 9 del citado reglamento dispone:

“Artículo 9. Aprobación de la unidad interna para contrataciones que no requieran refrendo.

Requerirán de la aprobación interna otorgada por la Unidad designada por el jerarca:

a. Las contrataciones superiores a diez millones de colones (c10.000.000,00) y menor o igual setenta y siete millones (c77.000.000,00) celebradas por las administraciones cuyo presupuesto de adquisición de bienes y servicios no personales sea superior a treinta mil millones de colones (c30.000.000.000)

b. Las contrataciones superiores a nueve millones de colones (c9.000.000,00) y menor o igual a sesenta y nueve millones (c69.000.000,00) celebradas por las administraciones cuyo presupuesto de adquisición de bienes y servicios no personales menor o igual a treinta mil millones de colones (c30.000.000.000,00) y superior a veinte mil millones de colones (c20.000.000.000,00)

c. (...)” (así reformado por Resolución del 16 de diciembre del 2002, publicada en La Gaceta No. 1 del 02 de enero del 2003)
De esta manera, el visto bueno establecido en los citados artículos 8 y 9 del Reglamento sobre refrendos, es un requisito establecido por este Organo Contralor con la finalidad de asegurarse que la contratación ha sido revisada por un profesional de la propia Institución.

Por consiguiente, debe entenderse que con el otorgamiento del visto bueno el funcionario ha verificado que todo el procedimiento de contratación se encuentra ajustado a lo dispuesto en las normas jurídicas que lo rigen, sea la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento General o bien, tratándose de alguna contratación especial, la normativa que así lo permite.

Consecuentemente, debe quedar claro que el funcionario público que otorga o deniega el visto bueno a que se hace referencia en los artículos citados lo hace en el ejercicio de sus funciones, por lo cual se supone que debe tener independencia de criterio, puesto que es él quien asume la responsabilidad por el acto que está emitiendo.

Por las mismas razones, el funcionario público al que se le encarga esta función no tiene ningún fuero de protección especial, puesto que el funcionario que otorga o deniega  respectivo visto bueno a una contratación administrativa asume la responsabilidad sobre el criterio emitido, repetimos, porque dicho criterio lo emite justamente en el ejercicio de las funciones que se le han encomendado. 

En este sentido, conviene tener presente que la Ley General de la Administración Pública en sus artículos 199, 210 y 211, establece la responsabilidad del servidor público que actúa con dolo o culpa grave en el ejercicio de sus deberes. Concretamente dispone lo siguiente:

“Artículo 199.

1. Será responsable personalmente ante terceros el servidor público que haya actuado con dolo o culpa grave en el desempeño de sus deberes o con ocasión del mismo, aunque sólo haya utilizado los medios y oportunidades que le ofrece el cargo.”  

“Artículo 210. 

1. El servidor público será responsable ante la Administración por todos los daños que cause a ésta por dolo o  culpa grave, aunque no se haya producido un daño a tercero.”

“Artículo 211.

1. El servidor público estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por sus acciones, actos o contratos opuestos al ordenamiento, cuando haya actuado con dolo o culpa grave, sin perjuicio del régimen disciplinario más grave preciso por otras leyes.

2. El superior responderá también disciplinariamente por los actos de sus inmediatos inferiores, cuando él y estos últimos hayan actuado con dolo o culpa grave.”

Atentamente,

Lic. Manuel Corrales Umaña,  MBA

Jefe de Unidad

CMC/sms

ci:  Archivo Central

Sra. Astrid Fischel Volio, Ministra MEP

Sres. Auditoría Interna, MEP

Ni: 28973
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